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2 de noviembre de 2011
I.
RESUMEN

1. El 6 de octubre de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) recibió una petición presentada por Nicolás Muñoz Gómez y José Luis Viveros Abisambra (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República de Colombia (en adelante “el Estado”, “el Estado colombiano” o “Colombia”) por la presunta detención ilegal, el 13 de noviembre de 2002 en la zona rural del municipio de Urrao, departamento de Antioquia, por parte de miembros del Ejército Nacional de Luis Giován Laverde Moreno (18 años), Juan Carlos Castro Álvarez (17 años), Bladimir Vélez Piedrahita (15 años), José Lizardo Piedrahita Vargas (24 años)
 y Braimer Alexander Oquendo Santana (14 años) y la posterior muerte de los tres primeros.  Asimismo, alegan que las presuntas víctimas habrían sido sujetas a presuntas torturas y la falta de esclarecimiento judicial de los hechos.
2. Los peticionarios alegan que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, las garantías judiciales y la protección judicial, establecidos en los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en relación con el deber de garantía, conforme al artículo 1.1 de dicho Tratado.  Por su parte, el Estado alega que la petición es inadmisible en vista de que respecto de las presuntas violaciones en perjuicio de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita la Comisión estaría actuando como un tribunal de alzada y que en cuanto a Braimer Alexander Oquendo los reclamos planteados por los peticionarios no caracterizan violaciones a la Convención Americana y además no se habrían agotado los recursos de jurisdicción interna.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar el reclamo admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 7, 8, 19 y 25, en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana.  Asimismo, decidió notificar el informe a las partes y ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La CIDH registró la petición bajo el número 1077-06 y tras efectuar un análisis preliminar, el 14 de febrero de 2008 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de noventa días para presentar información de conformidad con el artículo 30.3 del Reglamento entonces vigente.  El 8 de abril de 2008 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la Comisión.  La Comisión recibió las observaciones del Estado el 7 de julio de 2008, y éstas fueron transmitidas a los peticionarios para sus observaciones.  El 12 de septiembre de 2008 los peticionarios solicitaron una prórroga, la cual fue concedida por la Comisión.  El 12 de diciembre de 2008 los peticionarios presentaron sus observaciones, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones.  
5. El 15 de enero, el 17 de febrero y el 21 de marzo de 2009 el Estado solicitó prórrogas, las cuales fueron concedidas por la Comisión.  El 20 de abril de 2009 el Estado presentó observaciones, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para sus observaciones.  El 14 de octubre de 2010 la Comisión reiteró su solicitud de información a los peticionarios.  El 9 de diciembre de 2010 la Comisión remitió nuevamente la comunicación del Estado a los peticionarios.  El 25 de enero de 2011 los peticionarios presentaron sus observaciones, las cuales fueron transmitidas al Estado para sus observaciones.  El 8 de marzo de 2011 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la Comisión.  El 15 de abril de 2011 el Estado presentó sus observaciones, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios

6. Los peticionarios señalan como antecedente que desde que las Fuerzas Revolucionarias Armadas de Colombia (FARC) secuestraron al Gobernador de Antioquia y su asesor de paz, el 21 de abril de 2002 hubo incremento masivo de la presencia de tropas de la Fuerza Pública que realizaban operaciones en la zona rural del municipio de Urrao en el departamento de Antioquia, donde habrían ocurrido los hechos del presente caso.
7. Alegan que en ese contexto, el 13 de septiembre de 2002, después de un día de trabajo en labores de agricultura Luis Giován Laverde Moreno (18), el niño Juan Carlos Castro Álvarez (17), el niño Bladimir Vélez Piedrahita (15), José Lizardo Piedrahita Vargas (24) y el niño Braimer Alexander Oquendo Santana (14) se dirigían a jugar billar en la Caseta de Acción Comunal de la vereda La Honda en la zona rural del municipio de Urrao, departamento de Antioquia.  Alegan que aproximadamente a las 6:30 PM decidieron emprender camino a casa y lo hicieron en dos grupos, por un lado Luis Giován Laverde Moreno y José Lizardo Piedrahita Vargas, y por el otro, Juan Carlos Castro Álvarez, Bladimir Vélez Piedrahita y Braimer Alexander Oquendo Santana.
8. Alegan que aproximadamente a las 6:40 PM Luis Giován y José Lizardo habrían sido sorprendidos por miembros del Ejército Nacional de Colombia quienes, portando vestimenta y armas de dotación oficial y haciendo uso de violencia física y verbal, los obligaron a tirarse al suelo.  Señalan que minutos después llegó otro militar quien ordenó a Luis Giován ponerse de pie y comenzó a dispararle en numerosas ocasiones causándole la muerte.  Posteriormente, los soldados habrían tenido comunicaciones radiales en las que preguntaban si debían también dar muerte a José Lizardo.  Los militares le habrían preguntado por el paradero de las armas de sus compañeros a lo que él habría respondido que nunca los había visto armados y que nada sabía al respecto.  Alegan que, posteriormente, los miembros del Ejército Nacional habrían tomado nota de sus datos personales y lo habrían amenazado de muerte si contaba algo de lo que había sucedido.
9. Alegan que momentos después, en un lugar cercano, miembros del Ejército Nacional habrían detenido a Juan Carlos, Bladimir y Braimer, los habrían obligado a internarse en un potrero y los tendieron en el suelo.  Indican que los militares les preguntaban por la ubicación de las armas mientras que los golpeaban y amenazaban de muerte.  Indican que posteriormente los militares llamaron por radio a un teniente para que enviara a “los especiales”.  Alegan que cuando llegaron “los especiales” habrían separado a Braimer de sus compañeros y lo habrían obligado a presenciar la ejecución de Juan Carlos y Bladimir.  Alegan que Braimer habría sido sindicado de miliciano de las FARC pero que un teniente le habría ordenado que se fuera para su casa pero que no tomara el camino principal.
10. Los peticionarios alegan que el Ejército Nacional habría encubierto las ejecuciones con un falso enfrentamiento con guerrilleros de las FARC.  Indican que lo anterior habría quedado consignado en un informe rendido por el Batallón Contraguerrilla No. 4 “Granaderos” el 23 de septiembre de 2002.
11. Alegan que por los hechos se inició una investigación en la justicia penal militar; sin embargo ante quejas presentadas por los familiares ante la Personería Municipal de Urrao en las que indicaban que se trataban de ejecuciones extrajudiciales, la Fiscalía Delegada ante el Juzgado Penal del Circuito de Urrao propuso un conflicto de competencia que fue dirimido por el Consejo Superior de la Judicatura, el 11 de marzo de 2004, a favor de la justicia ordinaria.  Indican que el 14 de diciembre de 2007 el Fiscal 92 Delegado ante el Juzgado Penal del municipio de Urrao decidió la preclusión de la investigación previa al considerar que efectivamente la muerte de tres de las presuntas víctimas ocurrió en un enfrentamiento entre las FARC y el Ejército Nacional.  Al respecto los peticionarios alegan que dicha investigación no tomó en cuenta las pruebas recabadas en los otros procesos que se adelantaron como las declaraciones de testigos presenciales, ni los informes de necropsia, los cuales son inconsistentes con la versión ofrecida por el Ejército Nacional.
12. Asimismo, alegan que se habría iniciado un proceso disciplinario en la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos con sede en Bogotá que culminó el 18 de julio de 2005 con una decisión de archivo definitivo al no haber podido individualizar a los presuntos responsables.  Alegan también que los familiares de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita interpusieron una demanda de reparación directa y que el 13 de agosto de 2009 el Tribunal Administrativo de Antioquia declaró administrativamente responsable al Estado por la muerte de tres de las presuntas víctimas.  El Ministerio de Defensa interpuso un recurso de apelación, el cual fue denegado.  Los peticionarios alegan que la duración del proceso de reparación directa se ha extendido más allá de un plazo razonable.
13. En suma, los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo Tratado, en perjuicio de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez, Bladimir Vélez Piedrahita quienes habrían sido ejecutados y Braimer Alexander Oquendo Santana en virtud del riesgo inminente que corrió su vida.  Los peticionarios alegan que la falta de esclarecimiento judicial de los hechos materia del reclamo y el hecho de que la investigación haya permanecido en etapa previa por cuatro años para luego ser precluída constituye una violación de los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial establecidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mismo Tratado.
14. En cuanto al requisito del previo agotamiento de los recursos internos establecido en el artículo 46.1.a de la Convención Americana, los peticionarios alegan que resulta aplicable la excepción establecida en el artículo 46.2.c de la Convención relativa al retardo injustificado del proceso penal, el cual no superó la etapa previa en cuatro años y culminó en preclusión de la investigación, lo cual alegan ha generado que los hechos permanezcan en la impunidad.

B.
Posición del Estado
15. El Estado alegó que los peticionarios pretenden que la Comisión reevalúe las conclusiones que se tomaron a nivel interno respecto de la muerte de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita y sostiene que no existen pruebas que lleguen a controvertir la conclusión motivada de que se trató de un enfrentamiento entre miembros del Ejército Nacional e integrantes de grupos armados al margen de la ley.
16. El Estado presentó información detallada sobre el trámite de los procesos iniciados en la jurisdicción interna por la muerte de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita.  En cuanto a la investigación penal, el Estado informó que aquella culminó mediante Resolución de 14 de diciembre de 2007 en la que el Fiscal 92 Delegado ante el Juzgado Penal del Circuito de Urrao calificó el mérito del sumario con preclusión de la investigación a favor de los miembros del Ejército Nacional que estaban siendo investigados, dado que las declaraciones rendidas por terceros habrían presentado contradicciones en condiciones de tiempo, modo y lugar sobre la forma en que ocurrieron los hechos.
17. Asimismo, el Estado sostiene que los familiares de las presuntas víctimas no se constituyeron en parte civil, el cual habría sido un mecanismo idóneo para ejercer diferentes acciones dentro de la investigación penal, lo cual alega habría permitido la garantía de sus derechos.  Señala que lo anterior, sin perjuicio de que los derechos se garanticen así los familiares de las presuntas víctimas sean o no parte civil.
18. En cuanto al proceso disciplinario, señaló que la Procuraduría Delegada Disciplinaria para la Defensa de los Derechos Humanos de la Procuraduría General de la Nación emitió, el 18 de diciembre de 2005, su decisión de archivo definitivo de la investigación disciplinaria al concluir que era imposible concluir que los hechos habrían ocurrido tal como los narraron los testigos de los hechos.

19. Finalmente, en cuanto al proceso contencioso administrativo indicó que el 11 de noviembre de 2009 el Tribunal Administrativo de Antioquia denegó el recurso de apelación interpuesto por el Ministerio de Defensa y así quedaron en firme las conclusiones de su sentencia del 13 de agosto de 2009 en la que declaró administrativamente responsable al Estado por la muerte de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita y ordenó indemnizaciones a sus familiares.  Alega que por medio de Resolución No. 5005 del 13 de septiembre de 2010 el Estado dio cumplimiento a la sentencia e hizo efectivos los pagos.  En cuanto al retardo injustificado en la acción de reparación directa alegado por el peticionario, el Estado alega que la acción idónea para cuestionar dicho presunto retardo habría sido la acción de tutela.
20. El Estado alega que respecto de Braimer Alexander Oquendo Santana no se caracteriza una violación del artículo 4 de la Convención Americana y que además respecto de los artículos 4 y 5 la presunta víctima no habría agotado los recursos internos.  Asimismo, alega que respecto de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita el Estado alega que de ser admitidos, la Comisión estaría actuando como un tribunal de alzada además de que los hechos no caracterizan violaciones a la Convención Americana.  Finalmente, el Estado solicita que la Comisión declare la petición inadmisible.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
21. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas personas individuales, respecto de quienes el Estado colombiano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Colombia es un Estado parte en la Convención Americana desde el 31 de julio de 1973, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
22. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Colombia, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

23. El artículo 46.1.a de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.

24. El artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;
b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y
c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.
Según lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de identificar cuales serían los recursos a agotarse y demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.

25. En el presente caso, el Estado alega que por los hechos del presente caso relativos a Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita se adelantaron investigaciones penales, disciplinarias y contencioso administrativas.  Asimismo, indicó que la investigación penal había transcurrido sin dilaciones y además se había desarrollado de manera seria, imparcial, efectiva y que además los familiares de las presuntas víctimas hubieran podido acceder a ella fácilmente, sin embargo no se constituyeron como parte civil.  Por su parte, los peticionarios alegan que la investigación se mantuvo en etapa preliminar durante cuatro años, tras lo cual fue precluída por lo cual, alegan que aquella no fue efectiva en la sanción de los responsables.  En cuanto a Braimer Alexander Oquendo Santana el Estado alega que la presunta víctima no habría agotado los recursos internos.

26. En vista de las alegaciones de las partes, corresponde en primer término, aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en un caso como el presente, a la luz de la jurisprudencia del sistema interamericano.  Los precedentes establecidos por la Comisión señalan que toda vez que se cometa un presunto delito perseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover e impulsar el proceso penal
 y que, en esos casos, éste constituye la vía idónea para esclarecer los hechos, juzgar a los responsables y establecer las sanciones penales correspondientes, además de posibilitar otros modos de reparación de tipo pecuniario.  La Comisión observa que los hechos expuestos por los peticionarios con relación a la muerte de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita y la presunta detención y malos tratos perpetrados contra Braimer Alexander Oquendo Santana se traducen en la legislación interna en conductas delictivas perseguibles de oficio cuya investigación y juzgamiento deben ser impulsadas por el Estado mismo.
27. Según lo informado, han transcurrido más de ocho años de ocurridos los hechos materia del reclamo y la investigación penal por la muerte de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita habría sido precluida el 14 de diciembre de 2007. Respecto de Braimer Alexander Oquendo Santana no se habría iniciado investigación alguna, no obstante el Estado habría tenido información, en el marco de la investigación penal por la muerte de tres de las presuntas víctimas, sobre los presuntos delitos cometidos en perjuicio de Braimer, así como en los testimonios que habría rendido en el proceso contencioso administrativo, el 15 de abril de 1994, y disciplinario y la queja interpuesta por el abuelo de Bladimir Vélez Piedrahita el 21 de septiembre de 2002 ante la Personería Municipal de Urrao en la que narró los hechos ocurridos.  En vista de lo anterior, la Comisión entiende que no corresponde que los familiares tengan la carga procesal de impulsar una investigación penal y el Estado no ha alegado que debieran haber invocado otras medidas en el marco de dicho proceso.
28. Al respecto, la Comisión observa que, como regla general, una investigación penal, debe realizarse prontamente para proteger los intereses de las víctimas, preservar la prueba e incluso salvaguardar los derechos de toda persona que en el contexto de la investigación sea considerada sospechosa.  Según ha señalado la Corte Interamericana, si bien toda investigación penal debe cumplir con una serie de requisitos legales, la regla del previo agotamiento de los recursos internos no debe conducir a que la actuación internacional en auxilio de las víctimas se detenga o se demore hasta la inutilidad
.  En el presente caso, el Estado habría tenido amplia oportunidad para investigar y responder frente a los hechos alegados y desde que la investigación penal fue suspendida no ha informado sobre esfuerzos realizados a esclarecer los hechos o la correspondiente responsabilidad.

29. Por lo tanto, dadas las características del presente caso, el lapso transcurrido desde los hechos materia de la petición la Comisión considera que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana respecto del retardo en el desarrollo del proceso penal interno, por lo cual el requisito previsto en materia de agotamiento de recursos internos no resulta exigible.

30. En cuanto a los procesos ante la jurisdicción disciplinaria y la jurisdicción contencioso administrativa, la Comisión ha sostenido reiteradamente
 que dichas vías no constituyen recursos idóneos a efectos de analizar la admisibilidad de un reclamo de la naturaleza del presente ante la Comisión.  La jurisdicción disciplinaria no constituye una vía suficiente para juzgar, sancionar y reparar las consecuencias de eventuales violaciones a los derechos humanos y la la jurisdicción contencioso administrativa, es un mecanismo que procura la supervisión de la actividad administrativa del Estado y que únicamente permite obtener una indemnización por daños y perjuicios causados por la acción u omisión de agentes del Estado.  Consecuentemente, no constituye el recurso idóneo a los efectos de analizar la admisibilidad del presente caso.
31. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46(2) de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46(2), por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

32. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2.c de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

33. En el presente caso, la petición fue recibida en 6 de octubre de 2006 y los hechos materia del reclamo se produjeron el 13 de noviembre de 2002, y sus presuntos efectos en términos de la alegada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presente.  La investigación penal fue declarada precluída en 2007, después de la presentación de la petición.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

34. El artículo 46.1.c de la Convención dispone que para que una petición sea admitida por la Comisión se requerirá que “la materia de petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d de la Convención dispone que la Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación cuando “sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional”.  No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

35. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.

36. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que las alegaciones de los peticionarios sobre el alcance de la presunta responsabilidad estatal respecto de los hechos que rodearon la muerte de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita y los malos tratos presuntamente perpetrados contra Braimer Alexander Oquendo Santana, así como su falta de esclarecimiento judicial, podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la vida, la integridad personal, las garantías judiciales, y la protección judicial protegidos en los artículos 4, 5, 7, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención.
37. Asimismo, corresponde a la Comisión establecer la posible responsabilidad del Estado por la presunta violación del artículo 19 de la Convención Americana, interpretado conforme al corpus juris en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes, respecto de Juan Carlos Castro Álvarez (17), Bladimir Vélez Piedrahita (15), y Braimer Alexander Oquendo Santana (14).

38. La Comisión también considerará en la etapa de fondo, la presunta violación del artículo 5, 8.1 y 25 de la Convención Americana en perjuicio de Braimer Alexander Oquendo Santana y los familiares de Luis Giován Laverde Moreno, Juan Carlos Castro Álvarez y Bladimir Vélez Piedrahita.
V.
CONCLUSIONES
39. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios y la presunta violación de los artículos 4, 5, 7, 8, 19 y 25 en concordancia con el 1(1) de la Convención Americana, y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.
40. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 4, 5, 7, 8, 19 y 25 en concordancia con el 1.1 de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado colombiano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de octubre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Los peticionarios nombran a José Lizardo Piedrahita Vargas en su relato de los hechos pero no lo incluyen como presunta víctima.


� Artículo 31.3 del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de 1988, párr. 64.


� CIDH, Informe No. 99/09, Petición 12.335, Gustavo Giraldo Villamizar Durán, Colombia, 29 de octubre de 2009, párr. 33.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párr. 93.


� CIDH. Informe No. 74/07. José Antonio Romero Cruz y otros, Colombia, 15 de octubre de 2007. párr. 34.





